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Causa nº54814   “Linzuain Mario José c/ Pcia. de Bs. As. y/o 

                 quien resulte civilmente responsable  s/




 Daños y Perjuicios” 

                 Juzgado Civil y Comercial Nº 2 Olavarría-

                 Reg...... ......Sent.Civil.

En la ciudad de Azul, a los 15 días del mes de Febrero del año Dos Mil Once, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Víctor Mario Peralta Reyes y Esteban Louge Emiliozzi, encontrándose excusado a fs.246 el Dr. Jorge Mario Galdós (art.47 y 48 Ley 5827), para dictar sentencia en los autos caratulados: “Linzuain Mario José c/ Pcia. de Bs. As. y/o quien resulte civilmente responsable s/ Daños y Perjuicios” (causa n°54814), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. Peralta Reyes y Louge Emiliozzi.

            Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

                    -C U E S T I O N E S-
     1ra.- ¿Es justa la sentencia de fs.379/382?

     2da.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-

      A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Peralta Reyes dijo:

    I. Habiendo adquirido firmeza la sentencia dictada por esta alzada a fs.279/300, la parte actora practicó liquidación de capital e intereses y solicitó la inaplicabilidad del régimen de consolidación de deudas establecido en la ley 12.836. Dijo que la obligación de autos se encuentra prima facie comprendida en dicho régimen legal, pero afirmó que el mismo resulta inaplicable en virtud de la doctrina de la Suprema Corte Provincial que invocó, brindando diversas argumentaciones en respaldo de su postura. Aseveró que la incapacidad absoluta que padece el actor configura una situación de excepción, la que presenta suficiente entidad como para apartarlo del régimen de consolidación de deudas del estado (fs.343/345).



La aludida presentación fue respondida por la demandada, quien sostuvo que el caso de autos debe quedar comprendido en el régimen de consolidación de las leyes 12.836 y 13.436, cuya constitucionalidad puso de resalto con cita de precedentes jurisprudenciales (fs.348/349). 



    II. En la sentencia dictada en la anterior instancia se declaró la inconstitucionalidad de la ley 12.836 y sus modificatorias, en cuanto al régimen de consolidación de pasivos por parte de la Provincia de Buenos Aires, con costas a la demandada vencida. Este pronunciamiento se basó en la doctrina de la Suprema Corte Provincial, al señalarse que la aplicación de la citada normativa evidenciaría un agravamiento de la situación del actor, máxime teniendo en cuenta las particularidades del caso (fs.379/382).




Dicho decisorio fue apelado por la demandada (fs.387), quien abasteció su recurso a través del memorial glosado a fs.388/393vta. Sostuvo la apelante, en lo sustancial, que los arts.54 a 57 de la ley 13.929 han modificado el régimen tachado de inconstitucional, adecuando en su totalidad la regulación de la consolidación provincial a la vigente para el estado nacional, en cuanto fuera objeto de observación por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Requirió, en consecuencia, la revocación de la sentencia apelada y la aplicación al caso del régimen de consolidación de la ley 12.836 y sus modificatorias. 




Habiéndose cumplimentado todos los pasos procesales de rigor, se encuentran las actuaciones en condiciones de ser abordadas para el dictado de la presente sentencia.




III. La cuestión en análisis ha experimentado distintas soluciones a raíz de los cambios legislativos generados en el ámbito provincial, los que estuvieron motivados en las objeciones constitucionales formuladas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Así debe recordarse que esta Sala se expidió sobre la inconstitucionalidad de las leyes 12.836 y 13.436, que ya había sido declarada por la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires, en acatamiento a los fallos emitidos por el Máximo Tribunal de la Nación en los casos "Vergnano de Rodríguez" del 26-10-04, y "Mochi Ermanno" del 26-2-08 (esta Sala, causa n° 53.077, "González", sentencia del 12-5-09). 



 
En esa oportunidad había resuelto la Suprema Corte Provincial, que "razones de economía procesal llevan a adoptar el criterio establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa 'Mochi' (M.424.XXXIII, sent. del 26-II-2008), en la cual se declaró que con las modificaciones dispuestas por la ley provincial 13.436 a la ley de consolidación local 12.836, no desaparecieron las causas que motivaron la decisión in re "Vergnano", dado que la ley en cuestión contiene condiciones más gravosas que las previstas en la legislación nacional" (S.C.B.A., L.98.365, "Rouco", sentencia del 5-11-08). O sea que la Suprema Corte Bonaerense declaró la inconstitucionalidad de la ley de consolidación de deudas 12.836, modificada por la ley 13.436, en acatamiento a la doctrina sentada por la Corte Federal en la mencionada causa "Mochi", por configurarse el supuesto de colisión previsto por el art.31 de la Constitución Nacional, al mantener mayores restricciones a los derechos de quienes deben percibir créditos del Estado provincial, que las establecidas por su antecedente nacional al que adhiere (S.C.B.A., citada causa "Rouco", voto de la Dra.Kogan").




En la referida causa "Mochi Ermanno" la Corte Federal recordó la postura de la Provincia de Buenos Aires, quien había manifestado que en virtud de las modificaciones dispuestas por la ley provincial 13.436 a la ley de consolidación local 12.836, se habían superado los obstáculos puestos de manifiesto en el precedente "Vergnano de Rodríguez", por lo que solicitó la aplicación de dicha disposición legal y requirió que los interesados se ajusten al procedimiento allí previsto. Puntualizó la Corte Nacional, seguidamente, que si bien los estados provinciales pueden invocar y hacer valer las leyes de consolidación que dictan sobre la base de la facultad que les confirió el art.19 de la ley nacional 23.982, en virtud de la remisión que efectúa el art.13 de la ley 25.344, dicha aplicación es posible en la medida en que las normas legales que se invocan, y los actos que se realizan en consecuencia, se ajusten a las previsiones contenidas en la ley nacional y no presenten un conflicto con el art.31 de la Constitución Nacional. Luego de sentar esta pauta liminar, precisó la Corte Suprema que, contrariamente a lo afirmado por la demandada, no han desaparecido las causas que motivaron su anterior decisión, dado que la ley en cuestión contiene condiciones más gravosas que las previstas en la legislación nacional, por un doble orden de razones.




En punto a las objeciones concretas formuladas por la Corte Nacional a la legislación provincial, en el mencionado caso "Mochi Ermanno", las mismas pueden resumirse del siguiente modo: 1) Señaló, en primer lugar, que la legislación nacional establece que las obligaciones que se cancelen en efectivo se atenderán con los recursos que al efecto disponga el Congreso de la Nación en la ley de presupuesto de cada año, siguiendo el orden de prelación y cronológico que se establecen en los arts.7 y 8 de la ley 23.982, en un plazo máximo de 16 años, para las deudas en general, contados a partir de la fecha de corte, o sea el 31-12-99 (arts.14 ley 25.344 y 10 decreto reglamentario 1116/2000). En cambio, el régimen local no contempla el límite aludido (art.5 ley 13.436), de manera que si eventualmente los recursos existentes no resultasen suficientes, podría extenderse más allá de lo previsto en la legislación nacional la cancelación de lo adeudado, agravando la situación del acreedor, extremo expresamente prohibido por el art.19 ley 23.982. 2) Sostuvo, en segundo término, que la legislación local extiende más allá de lo permitido el comienzo de la primera cuota de amortización de capital e intereses de los títulos públicos; pues el plazo para el pago de tales servicios se computa a partir de la fecha de emisión, que está fijada en la ley local en el día 30-11-2001, mientras que la ley nacional la establece en el día 1-1-2000 (art.4 inciso d, decreto 1578/2002 y art.24 inciso a, decreto 1116/2000). Ello así, el acreedor comenzaría a percibir su crédito con una demora de dos años, con relación al régimen al cual la provincia se adhiere (art.10 ley 13.436 y art.4 inciso g, decreto reglamentario 1576/2002, modificado por art.18 decreto 577/2006; arts.15 y 16 ley nacional 25.344 y art.24 decreto reglamentario 1116/2000). 3) Puntualizó, en tercer término, que si bien el art.11 de la ley 13.436 modificó el art.18 de la ley 12.836, en cuanto eliminó el límite del 15% del cálculo de los recursos de la Administración Central vigente al momento de emitir los títulos, lo cierto es que el decreto reglamentario mantiene dicha limitación (art.4 inciso f, decreto 1578/2002 y arts.18 y 19 decreto 577/2006).




IV. Hasta aquí he dejado descripto el panorama normativo y jurisprudencial que regía al momento en que esta Sala dictó la mencionada sentencia en el caso "González", con fecha 12 de mayo de 2009. Sin embargo, las circunstancias variaron ostensiblemente con la sanción de la ley provincial 13.929 y, especialmente, con el dictado del decreto 201/10, publicado en el Boletín Oficial con fecha 16 de mayo de 2010. Este decreto reglamentario reviste decisiva importancia pues, como surge de sus propios considerandos, ha posibilitado hacer operativo lo dispuesto en la ley n° 13.929; pudiendo señalarse, a título ejemplificativo, que mediante dicho decreto se derogó el inciso f) del art.4 del decreto n° 1578/02, el cual había sido objeto de uno de los cuestionamientos formulados por la Corte Federal en la citada causa "Mochi Ermanno".




Es por ello que, a la luz de la nueva normativa que rige en el ámbito provincial, considero que han quedado superados los escollos constitucionales que dieron lugar al fallo dictado por la Corte Federal en el caso "Mochi Ermanno". En los considerandos del referido decreto 201/10 se relatan los antecedentes de la cuestión litigiosa, y se indican las soluciones normativas implementadas a los fines de lograr la asimilación del régimen local a las normas nacionales a las cuales adhirió la provincia. En este orden de ideas, soy de la opinión de que debe acogerse el recurso de apelación deducido por la Fiscalía de Estado, en lo atinente a la cuestión constitucional en análisis, ya que el dictado de la ley 13.929 y de su decreto reglamentario 201/10 permitió adecuar la regulación de la consolidación de las deudas del estado provincial al régimen vigente para el estado nacional, en cuanto fuera objeto de observación por parte del Máximo Tribunal de la Nación. Con las modificaciones normativas introducidas en el ámbito provincial, ha dejado de tener vigencia la motivación central del fallo recaído en el caso "Mochi Ermanno", donde se señaló que la ley provincial contenía condiciones más gravosas que las previstas en la legislación nacional. Describiré, seguidamente, la forma en que la nueva legislación ha subsanado los escollos constitucionales planteados por la Corte Federal, los que quedaron resumidos en el último párrafo del apartado III del presente voto.

 


1. En cuanto a la primera objeción, vinculada a la mayor extensión del plazo fijado por la legislación provincial para la cancelación de lo adeudado (ver punto 1 del último párrafo del apartado III), se formulan las siguientes reflexiones en los considerandos del decreto 201/10: "Que, por otra parte, atento las restantes observaciones realizadas por el Supremo Tribunal, el art.54 de la ley n° 13.929 modifica el artículo 16 de la ley n° 12.836, al establecer un plazo máximo de ciento setenta (170) meses contados a partir del 30 de noviembre de 2001, ya sea que el acreedor opte por bonos o por el procedimiento en efectivo, para hacer frente al pasivo consolidado, plazo que coincide con el del régimen nacional". O sea que la equiparación de los plazos de cancelación de las deudas que se ha producido entre ambos regímenes legales (nacional y provincial), conduce a la desaparición de uno de los motivos de las observaciones contenidas en el fallo recaído en la causa "Mochi Ermanno".




2. En cuanto a la segunda objeción, relativa a la mayor extensión dada por la legislación local al comienzo de la primera cuota de amortización (ver punto 2 del último párrafo del apartado III), se puntualiza en los considerandos del decreto 201/10: "Que, finalmente, el artículo 56 modifica el artículo 10 de la ley n° 13.436, facultando al Poder Ejecutivo a emitir Bonos de consolidación con fecha 1° de enero de 2000, y los demás términos y condiciones establecidos originalmente, de forma que el cronograma de amortización de los mismos finalice a los dieciséis (16) años de esa fecha". Se ha producido, en consecuencia, una equiparación en lo atinente a los plazos de las cuotas de amortización, quedando removido otro de los obstáculos planteados por la Corte Federal. 



   3. En punto a la tercera objeción, relativa a la subsistencia del art.4 inciso f, del decreto 1578/2002 (ver punto 3 del último párrafo del apartado III), cabe destacar que dicha norma fue expresamente derogada mediante el art.2 del decreto 201/2010. De este modo, ha quedado sin efecto la limitación que aún persistía en la norma derogada, superándose el cuestionamiento formulado en la mencionada causa "Mochi Ermanno".




V. De este modo, ha quedado reflejada en las motivaciones precedentes la forma en que la normativa provincial se adecuó a la legislación que impera en el orden nacional, conforme a los señalamientos realizados por el Máximo Tribunal de la Nación en los fallos mencionados. Por ende, no hay motivo para mantener la tacha de inconstitucionalidad de las leyes 12.836 y 13.436, debiendo arribarse a una solución distinta a la que esta Sala adoptó en la señalada causa n° 53.077, "González", sentencia del 12-5-09. Cabe puntualizar, asimismo, que este tribunal se encuentra facultado para valorar como hecho sobreviniente la sanción de la nueva normativa jurídica, pues no existe obstáculo para que la sentencia se pronuncie con relación al régimen legal imperante en el momento actual (arts.163 inciso 6 del Código Procesal; Palacio, Derecho Procesal Civil, tomo V, págs.437 a 439, Sala I de esta Cámara, causa n° 51.875 del 31-3-08, "Banco de la Nación Argentina", voto de la Dra. Fortunato de Serradell).




Así se lo ha entendido en recientes decisorios judiciales que transcribiré a continuación, si bien en los mismos se alude a la gravitación que en la materia ha ejercido la ley 13.929, sin hacerse mención al decreto 201/10. En mi opinión, este decreto reviste una trascendencia decisiva por cuanto ha permitido hacer operativas las disposiciones de la ley 13.929, tal como lo puse de resalto en las consideraciones vertidas en el anterior apartado IV.  




Con la aclaración formulada, cabe recordar los fallos dictados por la Cámara Civil y Comercial Segunda, Sala 1 de La Plata, en el sentido de que "la redacción actual de la ley 12.836 (con las leyes 13.436 y 13.929 que la complementan), ha superado las condiciones más gravosas que señalara en el precedente 'Vergnano de Rodríguez' la Corte Suprema de Justicia de la Nación, respecto del ordenamiento nacional. Es decir, las objeciones de carácter constitucional para que el crédito del actor se adecue a las pautas de la referida ley 12.836 han desaparecido. Consecuentemente, ha de desestimarse el planteo de inconstitucionalidad de la ley 12.836" (Cám. Civ. y Com. 2da., sala 1, La Plata, RSD-88-10, sentencia del 8-6-2010, "Vivas"; RSD-39-10, sentencia del 8-4-2010, "Ferraro"; RSD-76-10, sentencia del 27-5-2010, "Segovia Vazquez").




VI. Como corolario de todo lo antedicho, propicio la revocación de la sentencia apelada en cuanto declaró la inconstitucionalidad de la ley 12.836 y sus modificatorias. No obstante ello, entiendo que es menester ocuparse de una argumentación traída por la parte actora en la presentación que sirvió de inicio a la presente incidencia, donde se señaló que resulta de aplicación la sentencia dictada por la Suprema Corte Provincial, con fecha 3-3-08, en la causa C.89.168 (fs.344vta.). Afirmó la parte actora que el régimen en análisis resulta inaplicable a las obligaciones que surgen de autos, destacando que, como consecuencia de los hechos motivadores del presente juicio, Mario José Linzuain padece de ceguera bilateral de carácter irreversible, lo que le acarreó una incapacidad absoluta y total (fs.343vta.). Luego de aludir a las circunstancias por las que atraviesa el actor, sostuvo que "su precaria situación socio económica, sin perspectivas ciertas de superación debido a la incapacidad absoluta que acarrea, configura una situación de excepción de suficiente entidad como para apartarlo del régimen de consolidación" (fs.344). No quedan dudas en el sentido de que dicha argumentación de la actora debe ser abordada en esta instancia, por cuanto se está ante un planteo medular formulado por la parte que ha resultado vencedora en la incidencia, en virtud de la declaración de inconstitucionalidad contenida en la sentencia de primera instancia; tratándose, en consecuencia, de una cuestión que ha quedado implícitamente sometida al conocimiento de esta alzada (conf. Azpelicueta-Tessone, La Alzada, págs.170 a 175).




Se señaló en el aludido precedente de la Casación Bonaerense que, aún cuando se consideren constitucionales a los regímenes de consolidación de deudas del estado, ello no resulta obstáculo para que se declarara su inaplicabilidad en el caso, frente a excepcionales circunstancias, debidamente acreditadas, que permitieran inferir o verificar que su aplicación generaría un perjuicio o gravamen irreparable a la esencia o sustancia de derechos constitucionales (supuestos de avanzada edad del accionante, de alto grado de incapacidad, de afecciones de salud, etc.) (S.C.B.A., causa C.89.168, sentencia del 5-3-08, del voto del Dr. Hitters). Se dijo en el voto del Dr. Soria, que formó mayoría, que en la especie se configura uno de los supuestos que justifican excluir aunque no en toda su extensión la aplicación del régimen de consolidación de las deudas del sector público. Se adujo que las singulares circunstancias de esta contienda permiten seguir ese rumbo, en prevención del grave daño a los titulares del crédito que se generaría de diferirse el pago de la condena incluso en aquella parcela que cubre los gastos de atención de su salud. En consecuencia, se dispuso excluir del régimen de consolidación de deudas las sumas destinadas a cubrir los gastos por cirugía estética reparadora, el tratamiento psicológico, los gastos de curación médica, farmacia e implementos de rehabilitación del actor, los que en el caso se elevaban a un monto total de $ 9.900. En consecuencia, se dispuso que la demandada debería abonar en efectivo la referida suma de $ 9.900, quedando el resto de la deuda sujeto al régimen de consolidación de la ley 12.836, texto según ley 13.436 (S.C.B.A., citada causa C.89.168, sentencia del 5-3-08).




Se desprende del fallo analizado en el párrafo anterior, que el Superior Tribunal Provincial -con cita de precedentes de la Corte Federal- formuló un distingo entre los rubros indemnizatorios, excluyendo solamente de la consolidación los gastos relativos a los tratamientos que debía realizar el actor. Sin embargo, en sentencias posteriores del Máximo Tribunal Nacional se aplicó un criterio de mayor amplitud, al no hacerse distinción de rubros indemnizatorios en orden a la exclusión del régimen de consolidación. Se apreciaría, de este modo, la adopción de soluciones antagónicas por parte de los citados tribunales, lo que obliga a aplicar la regla establecida por la Suprema Corte Provincial cuando sostuvo que "por razones de celeridad y economía procesal corresponde adecuar el criterio de la Suprema Corte al de la Corte Suprema de Justicia de la Nación" (S.C.B.A., L.89.164, sentencia del 20-2-08). También expresó "que la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene efectos, tanto en los temas federales como en aquellos que no lo son, de vinculación hacia los tribunales inferiores. En el primer caso por tratarse del intérprete último y más genuino de nuestra Carta fundamental; en el segundo, vincula moralmente sobre la base de los principios de celeridad y economía procesal" (S.C.B.A., Ac.69.396, sentencia del 23-10-07; esta Sala, causa n° 50.887, "Bide", sentencia del 8-4-08).




Acatando, en consecuencia, los criterios sentados en recientes decisorios de la Corte Federal, es dable recordar la doctrina del caso "Chaves", donde se señaló que la indemnización fijada como consecuencia de daños físicos y psíquicos comprobados, que persigue reparar de manera integral a una persona incapacitada, adquiere un evidente carácter asistencial y por ende debe quedar excluida del régimen de pago en bonos por configurarse la excepción  prevista en el art.18, segundo párrafo, de la ley 25.344, en tanto la incapacidad que aquél padece afecta su capacidad laborativa y le impide obtener los recursos económicos necesarios para la subsistencia propia y de su familia. En este mismo caso se puntualizó que "una conclusión distinta a la antedicha traería aparejado que se transformase en letra muerta la previsión legal que establece, en definitiva, que deben excluirse del régimen referido aquellas situaciones que demuestren, en el caso sin duda alguna, que se dejaría sin amparo a la persona que necesita medios para alimentarse y vestirse, y que no logra adquirirlos como consecuencia de la incapacidad que le generaron los daños ocasionados" (C.S.J.N., sentencia del 4-3-08, "Chaves, Fabián Mario c. Provincia de Tucumán", L.L. 2008-C, 614, J.A. 2008-III, 376; en un mismo sentido, C.S.J.N., sentencia del 2-11-10, "Sandobal Juan Luis c. Ferrocarriles Metropolitanos S.A.", L.L. ejemplar del 11-1-11, pág.3). 




En definitiva, por aplicación de los mencionados criterios de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, corresponde excluir del régimen de consolidación de deudas la totalidad de los conceptos indemnizatorios reconocidos al actor en la sentencia firme dictada en los presentes actuados (fs.279/300), disponiéndose que los mismos serán pagados por la demandada en dinero efectivo y dentro del plazo de diez días de adquirir firmeza el presente decisorio (doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el referido caso "Sandobal", sentencia del 2-11-10; art.163 inciso 7 del Cód. Proc.). Receptando el planteo argumental formalizado por la parte actora, entiendo que se está ante una situación de excepción de suficiente entidad como para justificar su apartamiento del régimen legal de consolidación de deudas (fs.344). 




Es cierto que, a diferencia de la ley nacional, en el art.10 de la ley 12.836 se establece una suma tope de pesos diez mil ($ 10.000), a los fines de poder excluir del régimen, entre otras, a las prestaciones de naturaleza alimentaria y a los créditos derivados de daños a la vida. Pero este tope legal resulta claramente inconstitucional, porque introduce una condición más gravosa para el damnificado, que no se halla prevista en el sistema de la legislación nacional; incurriendo la ley local, de este modo, en la misma falencia que destacara la Corte Federal en los casos analizados en el apartado III del presente voto. Por lo demás, dicho tope legal se encuentra en pugna con la doctrina establecida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los citados casos "Chaves" y "Sandobal". De manera tal que, con sustento en este doble argumento, cabe descartar por inconstitucional el tope previsto en el art.10 de la ley 12.836, lo que es declarado de oficio, en este acto, conforme a la doctrina jurisprudencial que ha prevalecido en la materia (arts.17, 18, 19, 31, 33 y ccs. de la Constitución Nacional).




Como lo ha destacado esta Sala, en precedente aplicable en la especie, tal declaración de invalidez por incompatibilidad material con la Constitución Nacional debe ser pronunciada de oficio, habida cuenta que a todos los jueces compete el ejercicio del control difuso de constitucionalidad de los preceptos que va a aplicar en el caso concreto (C.S.J.N., in re "Mill de Pereyra", L.L. 2002-A-31; S.C.B.A., a partir de la causa Ac.72.258 del 28-5-03, D.J.J. 165-261); siendo, por otra parte, que se dan en el sub lite esas circunstancias especialísimas que justifican, en aras de la justicia y de la verdad material, la actuación oficiosa de la jurisdicción (arts.56, 57, 160, 168, 171 y ccs. Constitución de la Provincia de Buenos Aires; arts.34 inciso 4, 163 inciso 6, 166, 266, 272 y ccs. del C.P.C.C.; arts.1, 38 y ccs. de la ley 5.827). Señalo, brevemente, que esa facultad oficiosa de declarar judicialmente la incompatibilidad de una norma con la Constitución Nacional no es tema controvertido en la jurisprudencia de la Corte Federal y de la Casación Bonaerense. La doctrina de la Corte Federal en torno a esta cuestión ha sido reiterada y, en suma, predica que a los jueces les asiste la facultad (o el poder-deber) de decidir sin petición de parte la inconstitucionalidad de una ley (C.S.J.N., 19-8-04, "Banco Comercial de Finanzas S.A., en liquidación B.C.R.A., s/quiebra"). También la Suprema Corte de Buenos Aires mantiene invariablemente esta postura (S.C.B.A., L.90.697 del 24-5-06, "Elusich", L.86.269 del 30-3-05, "Gómez"; esta Sala, causa n° 51.591 del 25-3-08, "R., M. c/ M., I y otros. s/Impugnación de reconocimiento y filiación extramatrimonial", voto del Dr. Galdós).




VII. En base a las motivaciones antedichas y en acatamiento de la citada doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se excluyen del régimen de consolidación de deudas del estado la totalidad de los rubros indemnizatorios reconocidos al actor en la sentencia firme dictada en autos (fs.279/300). La exclusión del régimen de consolidación también deberá alcanzar a los intereses correspondientes a dichos rubros indemnizatorios y a las costas del juicio, dado el carácter accesorio que presentan estos conceptos (arts.509, 622 y ccs. del Cód. Civil; art.68 del Cód. Proc.). En consecuencia, las sumas reconocidas al actor por capital e intereses en la sentencia de fs.279/300, así como también las costas del juicio, deberán ser pagadas por la demandada en dinero efectivo y dentro del plazo de diez días desde que adquiera  firmeza el presente decisorio (art.163 inciso 7 del Cód. Proc.). Asimismo, a los fines de arribar a la solución indicada, se declara de oficio la inconstitucionalidad del tope dinerario previsto en el art.10 de la ley 12.836 (arts.17, 18, 19, 31, 33 y ccs. de la Constitución Nacional).




Así lo voto.

       

A la misma cuestión,  el Sr. Juez Dr. Louge Emiliozzi por los mismos fundamentos adhiere al voto que antecede, votando en idéntico sentido
     A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Peralta Reyes, dijo:

              Atento a lo que resulta del tratamiento de la cuestión anterior, se resuelve: 1) Revocar la sentencia apelada de fs.379/382, donde se declaró la inconstitucionalidad de la ley 12.836 y sus modificatorias, en cuanto al régimen de consolidación de pasivos por parte de la Provincia de Buenos Aires. 2) Excluir del referido régimen de consolidación de deudas la totalidad de los rubros indemnizatorios reconocidos al actor en la sentencia firme dictada en autos (fs.279/300), alcanzando dicha exclusión a los intereses correspondientes a dichos rubros indemnizatorios y a las costas del juicio. 3) Disponer que las sumas reconocidas al actor por capital e intereses en la sentencia de fs.279/300, así como también las costas del juicio, deberán ser pagadas por la demandada en dinero efectivo y dentro del plazo de diez días desde que adquiera firmeza el presente decisorio. 4) Declarar de oficio la inconstitucionalidad del tope dinerario previsto en el art.10 de la ley 12.836. 5) Imponer las costas de la presente incidencia, de ambas instancias, en el orden causado, en atención a la complejidad de la cuestión litigiosa que ha merecido dispares soluciones jurisprudenciales y que constituye una cuestión dudosa de derecho (arts.68, 69, 274 y ccs. del Cód. Proc.). 6) Dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada a fs.382, difiriéndose para su oportunidad la fijación de los estipendios profesionales por la presente incidencia (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77).


        Así lo voto. 

             A la misma cuestión, el Sr. Juez Dr.Louge Emiliozzi por los mismos fundamentos adhiere al voto que antecede, votando en idéntico sentido. 
                                  Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A
                        Azul,  
 15
   Febrero de 2011. -

    AUTOS Y VISTOS:
     CONSIDERANDO:                     

                    Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., se resuelve:  1) Revocar la sentencia apelada de fs.379/382, donde se declaró la inconstitucionalidad de la ley 12.836 y sus modificatorias, en cuanto al régimen de consolidación de pasivos por parte de la Provincia de Buenos Aires. 2) Excluir del referido régimen de consolidación de deudas la totalidad de los rubros indemnizatorios reconocidos al actor en la sentencia firme dictada en autos (fs.279/300), alcanzando dicha exclusión a los intereses correspondientes a dichos rubros indemnizatorios y a las costas del juicio. 3) Disponer que las sumas reconocidas al actor por capital e intereses en la sentencia de fs.279/300, así como también las costas del juicio, deberán ser pagadas por la demandada en dinero efectivo y dentro del plazo de diez días desde que adquiera firmeza el presente decisorio. 4) Declarar de oficio la inconstitucionalidad del tope dinerario previsto en el art.10 de la ley 12.836. 5) Imponer las costas de la presente incidencia, de ambas instancias, en el orden causado, en atención a la complejidad de la cuestión litigiosa que ha merecido dispares soluciones jurisprudenciales y que constituye una cuestión dudosa de derecho (arts.68, 69, 274 y ccs. del Cód. Proc.). 6) Dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada a fs.382, difiriéndose para su oportunidad la fijación de los estipendios profesionales por la presente incidencia (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77). Regístrese. Notifíquese por Secretaría y devuélvase. Fdo.: -Dr. - Víctor Mario Peralta Reyes  - Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II - Dr. Esteban Louge Emiliozzi -Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala I – Ante mi: Dra. María Fabiana Restivo  – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.--------------------------------------

